
6 de Junio de 2006.

7.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el artículo 73, Fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforman los artículos 76, Fracción I, y 89, Fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual se reforma el artículo 99, Fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la minuta proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, mediante el cual se adiciona un inciso G) a la Fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para reformar las Fracciones II, III, IV  y el penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la Fracción II del artículo tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de Coahuila, planteada por el Ejecutivo del Estado.

G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa para la reforma de los artículos 1° y 7°, Fracciones I y III, incisos C), D) y E), de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, planteada por el Ejecutivo del Estado.
H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la designación de Primer Regidor del Ayuntamiento del Municipio de Abasolo, Coahuila, para suplir a la ciudadana Lorena Patricia Rodríguez Vázquez, durante el tiempo que desempeña el cargo de Presidenta Interina de dicho municipio.

I.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría de Trabajo y Previsión Social, planteada por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Unidad Democrática de Coahuila, y por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.
J.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, con relación a un oficio del Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, mediante el cual se comunica un Punto de Acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, relativo al exhorto a las Legislaturas Locales para evitar y castigar la violencia contra las niñas y los niños.
K.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, mediante el cual se comunica un Punto de Acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, con relación al exhorto a los Congresos Locales para que actualicen los marcos jurídicos estatales, a efecto de que se proteja el derecho de las niñas y los niños para tener un pleno desarrollo de su personalidad.

L.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Educación y de Ecología y Medio Ambiente, con relación a la proposición con Punto de Acuerdo sobre “Programas Educativos en Materia Ambiental“, presentada por los Diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luis Moreno Aguirre, Jesús María Montemayor Garza y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

M.-
Dictamen presentado por la Comisión del Agua, respecto a la proposición con Punto de Acuerdo sobre “Privatización del servicio de agua potable”, planteada por el Diputado Virgilio Maltos Long, del Partido del Trabajo.

N.-
Dictamen presentado por la Comisión de Educación, respecto a la proposición con Punto de Acuerdo sobre “Comparecencia del Director General de la Universidad Estatal de Educación a Distancia”, planteada por la Diputada Silvia Garza Galván y los Diputados Luis Gurza Jaidar, César Flores Sosa, José Antonio Jacinto Pacheco, Luis Alberto Mendoza Balderas y Jesús Manuel Pérez Valenzuela, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo  al Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- El Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  considera que:

“ Las personas con discapacidad tienen derecho a una vida digna, libre, en condiciones de equidad, que les permita desarrollar sus habilidades y capacidades a fin de integrarse a la sociedad y de poder disfrutar de los satisfactores básicos que ésta genera para el bienestar de la comunidad.

No obstante  que las personas discapacitadas cuentan en la actualidad con la promoción y protección de los poderes públicos; en aras del reconocimiento pleno de sus derechos, se considera conveniente que desde el ordenamiento fundamental se contenga una correcta definición sobre las personas con discapacidad.

La Organización Mundial de la Salud distingue las diferencias  entre deficiencia, discapacidad y minusvalía.

Deficiencia es toda pérdida o anormalidad de una estructura o función psicológica o anatómica , por ejemplo, la parálisis de brazos y piernas.

Discapacidad es toda restricción o ausencia, debido a una deficiencia de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano y la cual es causada o agravada por el entorno económico y social.

Minusvalía es una situación de desventaja para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o discapacidad, que limita o impide el desempeño de un rol que es normal en su caso, y la cual está en función de la edad, sexo, y factores sociales y culturales; por consiguiente, está en función de la relación entre las personas con discapacidad y su ambiente.

De acuerdo con la OMS, todos tenemos capacidades diferentes y por lo mismo en cierta forma somos discapacitados, por lo que el término correcto a utilizar es el de persona con discapacidad, ya que hasta el día de hoy, para algunos el hecho de padecer una discapacidad , o referirnos a ellos con un término equívoco es sinónimo de “ segunda categoría” y objeto de vergüenza  y burla.

Así pues, México, en concordancia con los convenios internacionales, ha adoptado el término de “ Personas con discapacidad” y que es el que debe usarse para designar a ese sector poblacional.

Establecido lo anterior y toda vez que el artículo 1°, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la prohibición de discriminación a una persona motivada por sus “ capacidades diferentes”, que no está respaldado por ordenamiento alguno internacional ni por ninguna comunidad de personas con discapacidad, son razones más que suficientes para armonizar el texto constitucional con los acuerdos internacionales sobre la materia y utilizar en lugar de la expresión “ capacidades diferentes”, la de  “ personas con discapacidad ”

TERCERO.- Como seres humanos, las personas con discapacidad, son sujetos de una dignidad suma, pues en la medida que el derecho les otorgue un trato igualitario, reconociéndoles iguales derechos y deberes, realiza en mayor grado uno de sus fines más elevados, como es el de la justicia.

En efecto, desde el derecho romano subyace una marcada preocupación por la igualdad jurídica y se reconoce que en la búsqueda de la justicia, sobre la cual debe asentar el orden social la regla de derecho, se ha de hacer un lugar, el mayor posible, al reconocimiento de los valores esenciales de la personalidad  que tienen que ver con la dignidad humana y con sus derechos fundamentales.

En ese orden de ideas, el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del Artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, clarifica conceptos; pues como bien se expresa en la exposición de motivos,  todos tenemos “ capacidades diferentes ” y por lo mismo, en cierta forma somos discapacitados; por ende, en lugar del eufemismo empleado por la Constitución, el término que indica lo que se quiere decir, es el de “ discapacidades ”, sin que el mismo tenga connotaciones peyorativas, o se quiera designar con él  a personas consideradas de “ segunda categoría ”, sujetos de vergüenza y burla; lo anterior es así, pues de acuerdo con la OMS, deficiencia es toda pérdida o anormalidad de una estructura o función psicológica o anatómica , por ejemplo, la parálisis de brazos y piernas; discapacidad es toda restricción o ausencia, debido a una deficiencia de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano y la cual es causada o agravada por el entorno económico y social; y, minusvalía, es una situación de desventaja para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o discapacidad, que limita o impide el desempeño de un rol que es normal en su caso, y la cual está en función de la edad, sexo, y factores sociales y culturales; por consiguiente, está en función de la relación entre las personas con discapacidad y su ambiente.

Así las cosas, como ya se asentó al inicio de este considerando, las personas con discapacidad, como seres humanos, son sujetos de una dignidad suma, que el orden jurídico no puede dejar de reconocer, en aras de la igualdad y la justicia sobre la cual debe asentar el orden social la regla de derecho, sin menoscabo de la seguridad.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, esta Legislatura debe aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el párrafo tercero del Artículo 1° de dicha Constitución, cambiando el término “ capacidades diferentes ” por el de “ discapacidades ” .

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único.- Se reforma el Artículo 1o., Párrafo Tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar comos sigue:

Artículo 1o. .........

. . . . . . . . . . . .. . . .

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

TRANSITORIO

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A AFVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo  a la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 73, fracción XXIX- H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 73, fracción XXIX- H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 73, fracción XXIX- H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  se considera que:
En la actualidad, en materia de responsabilidad administrativa de los servidores públicos, impera una inadecuada impartición de justicia; toda vez que no sólo no es un tribunal quien les administra justicia, sino que la misma autoridad que acusa, es quien investiga, sustancia el procedimiento y sanciona; lo cual, se traduce en un grave estado de 

indefensión para el servidor público, toda vez que la Secretaría de la Función Pública se convierte en “ juez ” y  “ parte ” en los procedimientos disciplinarios en los que interviene.

Debe ser una autoridad jurisdiccional y distinta a la que acusa, la que conozca de la responsabilidad administrativa  de los servidores públicos, pues como apunta Don Gabino Fraga, la función jurisdiccional supone una situación de duda o de conflicto preexistente, supone generalmente dos pretensiones opuestas cuyo objeto es muy variable, y que al tratarse de un conflicto preexistente de derecho en donde existen pretensiones opuestas, no puede dejarse a ninguna de las partes la resolución.

El artículo 73 fracción XXIX –H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, actualmente dispone que el Congreso de la Unión tiene facultades para “ expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso-administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus resoluciones ”
La Iniciativa  busca que se faculte a los tribunales de lo contencioso administrativo para instaurar los procedimientos correspondientes e imponer sanciones a los servidores públicos.

La iniciativa presentada, y que ahora se estudia y dictamina, tiene el firme propósito de mejorar el sistema de justicia; en particular, la justicia administrativa que se imparte en materia de responsabilidad administrativa de los servidores públicos.

TERCERO.- Los principios de una institución son los elementos rectores que la rigen; tratándose de la administración de justicia, y en particular del proceso, son las reglas que lo dominan, encausan y explican.

Dentro de estos principios; y en relación al tema que ahora nos ocupa, es de destacar el de legalidad e imparcialidad.

Constitucionalmente, el artículo 17 dispone como garantía de los gobernados,  categoría de la que no están excluidos los servidores públicos, que toda persona  tiene  derecho a que se le administre justicia por tribunales imparciales.

Así las cosas, el hecho de que sea el juzgador una persona extraña al conflicto, garantiza su imparcialidad, que es esencia de la institución judicial, ya que no puede ni debe confundirse la facultad de denunciar e investigar un entuerto  y la de resolverlo;  pues en toda actuación jurisdiccional,  como se asienta en la iniciativa que ahora se examina, han de existir dos partes enfrentadas entre sí, que por lo mismo son parciales, pues cada una considera que le asiste la razón; el órgano de control asume que el servidor público es responsable de los hechos que se le imputan y éste alega su inocencia en la comisión de los mismos; ; por ello, el principio de imparcialidad obliga al juzgador a dar trato igual a las partes, autorizándolo para excusarse del conocimiento del negocio cuando estime, por alguna circunstancia, que su imparcialidad se vea afectada; y, si no lo hace, se faculta a la parte que se considere perjudicada para recusarlo.

En algunas entidades federativas;  y en particular en la nuestra, en pro del principio de imparcialidad, se establece como  figura típica de prevaricación por violaciones del procedimiento, conocer de negocios para los cuales se tenga impedimento legal; luego, si la Iniciativa de reforma a la fracción XXIX –H del Artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,  tiene por finalidad, garantizar para el servidor público el principio de imparcialidad, al  establecer que sea un órgano distinto  de la Secretaría de la Función Pública, quien lo sancione por las faltas cometidas, esta  Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales encomia  la iniciativa que ahora se estudia,  y recomienda al Pleno de esta Legislatura su aprobación, pues no sólo se cumple con una disposición constitucional que garantiza al gobernado el ser juzgado por tribunales imparciales, sino que se legitima a la par un principio de justicia en tanto que no es posible entender adecuadamente ninguna concepción del derecho sin estar acompañada de la idea de justicia, como la exigencia jurídica por excelencia.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 73, fracción XXIX- H, de la misma; toda vez que armoniza el texto constitucional con otras disposiciones de igual rango, y cumple además un imperativo de justicia.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único.- Se reforma el artículo 73, fracción XXIX-H de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 73. ...

I a XXIX-G. ...

XXIX-H. Para expedir leyes que instituyan tribunales de lo contencioso-administrativo, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, y que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susciten entre la administración pública federal y los particulares, así como para imponer sanciones a los servidores públicos por responsabilidad administrativa que determine la ley, estableciendo las normas para su organización, su funcionamiento, los procedimientos y los recursos contra sus resoluciones;

XXIX-I a XXX. ...

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

SEGUNDO.- En tanto no se modifique la legislación que regula la materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos federales, ésta continuará rigiéndose por las disposiciones legales vigentes al momento de su aplicación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ
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	A FAVOR
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	A FAVOR

ABSTENCION
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	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR
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EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo  a la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforman los Artículos 76, fracción I y 89, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforman los Artículos 76, fracción I y 89, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforman los Artículos 76, fracción I y 89, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considera que:
Si bien constitucionalmente el Senado de la República está facultado para intervenir en todas las asignaturas del actuar internacional de nuestro país,  no lo está para denunciar los tratados. Disolver la pertenencia a un instrumento internacional debe requerir más que el simple deseo del Ejecutivo para retirarse de él.

El examen de la política exterior es una de las potestades más importantes del Senado, por lo que la denuncia de los tratados internacionales debe quedar consagrada como una de sus atribuciones expresas.

Los legisladores tienen la obligación de emprender iniciativas para promover el diálogo, el intercambio de información y la participación del Presidente y su gabinete en los asuntos de interés nacional que se proyectan allende de nuestras fronteras.

El retiro de algún instrumento multilateral, regional o bilateral requiere necesariamente de la celebración de audiencias y debates al interior del Congreso, además de conllevar consultas serias entre las ramas del Ejecutivo y del Legislativo.

 Si la ratificación para formar parte de los tratados que conforman el universo legal de la comunidad internacional es  una prerrogativa del Senado, no se puede soslayar su actuación en el procedimiento de denuncia; pues debe existir congruencia jurídica con respecto al manejo de la política exterior de nuestro país, en particular en lo referente al retiro de los instrumentos internacionales de los que México es parte.

La denuncia de tratados internacionales  debe ser un acto coordinado entre los poderes Ejecutivo y Legislativo; en el que el Ejecutivo proponga y el Legislativo disponga.

TERCERO.- Dentro de las facultades exclusivas del Senado de la República, conforme al artículo 76 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, está la de analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo del Estado y aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que celebre el Ejecutivo de la Unión; atribución esta última que corroboran los artículos 133  y 89 fracción X de la propia ley fundamental al disponer la primera de las disposiciones invocadas, que los tratados que estén de acuerdo con ella, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema  de toda la Unión; y la segunda, que corresponde a éste la dirección de la política exterior y la celebración de tratados internacionales, sometiéndolos a la aprobación del Senado. 

Por lo demás, la facultad de analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo, que se confiere a la Cámara de Senadores, es el complemento lógico de la potestad que tiene para aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas. 

Para la mejor comprensión  de las facultades conferidas a la Cámara de Senadores en lo que a análisis  de la política exterior se refiere y aprobación de tratados internacionales, debemos tener en consideración a la legislación norteamericana, pues en Estados Unidos de Norteamérica, la concepción originaria del Senado como alto consejo del ejecutivo, hizo pensar que dicho organismo debía participar con voluntad activa y propia en la confección de los tratados, de suerte que su “consejo” al Presidente debía ser previo a la conclusión del tratado y su “ consentimiento” posterior a éste. ( Tena Ramírez, “Derecho Constitucional Mexicano )

Establecido lo anterior, si a la Cámara de Senadores se le confiere la potestad para aprobar los tratados internacionales, conforme al principio de que quien puede lo más, puede lo menos, desde un punto de vista lógico jurídico, también debe estar facultada, como se propone en las reformas que ahora se examinan, para aprobar los procedimientos de denuncia,, terminación, suspensión, modificación, enmienda, retiro, reservas e interpretación de los tratados internacionales; pues siendo estos, constitucionalmente la ley suprema de toda la Unión, su interpretación y extinción no puede quedar supeditada únicamente a la voluntad del Ejecutivo; 

Felipe Tena Ramírez,  en el libro ya citado, a propósito del tema que nos ocupa dice:


“ Nuestra Constitución, al igual que la norteamericana, no concede intervención al Senado en la abrogación y en la denuncia de los tratados. La facultad, por lo tanto, pertenece exclusivamente al Presidente, como incluida en su atribución general de dirigir las negociaciones diplomáticas.”

Sin embargo, en la nota  al comentario anterior, que es la número 364, considera  que lógicamente la facultad de abrogación de los tratados, también debe exigir la aprobación del Senado; la referida nota dice textualmente:

“364 La abrogación de un tratado, por ser acto bilateral que requiere la voluntad de los signatarios del mismo, debería lógicamente exigir la aprobación del Senado, como ella fue otorgada para que el Presidente  pudiera concertar el otro acto bilateral que dio nacimiento al tratado; pero la Constitución no otorga dicha facultad al Senado, y eso basta para que no la tenga en un régimen de facultades expresas. En cuanto a la denuncia de los tratados, es un acto unilateral, que pertenece íntegramente al dominio del derecho internacional y que por ello corresponde al titular de las relaciones exteriores.”

Así las cosas,  la reforma a los artículos 76 fracción I y 89 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al facultar expresamente al Senado para aprobar los distintos modos de conclusión de un tratado internacional, no sólo permite enmendar la omisión que nuestra ley fundamental presenta en relación a ese tema; sino además, establece, como se asienta en la exposición de motivos, “ una congruencia jurídica con respecto al manejo de la política exterior de nuestro país, en particular lo referente al retiro de los instrumentos internacionales de los que México es parte.”

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforman los Artículos 76, fracción I y 89, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único.- Se reforma el artículo 76 fracción I; y el artículo 89 fracción X de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo Federal con base en los informes anuales que el Presidente de la República y el Secretario del Despacho correspondiente rindan al Congreso.

Además, aprobar los tratados internacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscriba, así como su decisión de terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos;

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:

I. a IX. ......

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados internacionales, así como terminar, denunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y formular declaraciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a la aprobación del Senado. En la conducción de tal política, el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes principios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la no intervención; la solución pacífica de controversias; la prescripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacionales, la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional para el desarrollo y la lucha por la paz y la seguridad internacionales;

XI. a XX. .......

TRANSITORIO

Único.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo  a la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 99, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 99, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 99, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considera que:

La reforma a la fracción IV del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, busca los objetivos siguientes:

a) Adecuar el marco jurídico constitucional a la realidad procedimental y política que vive el país, y con ello otorgarle legitimidad constitucional a las partes al promover el juicio de revisión constitucional.

b) Darle a las elecciones locales de las entidades federativas del país, gobernadores, diputados de los congresos y presidentes municipales, la certeza y seguridad jurídica que requieran al hacer el planteamiento jurídico ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

c) Contribuir de manera importante a la consolidación de  nuestro sistema de justicia electoral, al darle concordancia a la normatividad secundaria con nuestra Carta Fundamental, y con esto, mayor fortaleza al contencioso electoral, para la erradicación de la transacción política.

El fortalecimiento del Estado de Derecho y el Principio de Supremacía de la Constitución, dio lugar en 1994 a una amplia reforma en materia de procuración y administración de justicia. Esta reforma propició el renacimiento de una nueva cultura jurídica, en la cual autoridades, gobernados y partidos políticos tomaron conciencia de que la consolidación del Estado de derecho y la existencia de leyes más justas y mejor aplicadas, constituían un elemento indispensable para asegurar la convivencia armoniosa, y nuestra permanencia como Nación. La justicia electoral  se incluía en esta serie de exigencias.

Dentro de los cambios relativos al sistema de protección constitucional en materia electoral, por su importancia y trascendencia merece mención especial la reforma a la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que consagra la Acción de Inconstitucionalidad; estableciendo los casos de procedencia, los sujetos legitimados para hacerla valer y el plazo para interponerla, amen de asentar con toda claridad que la única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la Constitución es la prevista en dicho artículo. Además, la protección constitucional a cargo del Tribunal Electoral y el establecimiento de un sistema de medios de impugnación en materia electoral.

El artículo 99 fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, literalmente establece:

ARTÍCULO 99.- El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano especializado del Poder Judicial de la Federación.

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará con una Sala Superior así como con Salas Regionales y sus sesiones de resolución 

serán públicas, en los términos que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su adecuado funcionamiento.

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal será elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro años.

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;

La disposición antes invocada, establece únicamente dos requisitos de procedencia, a saber: a) que la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales; y b) que sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos; empero, omite un requisito de esencia como lo es el de que los actos y resoluciones de las autoridades locales, deben, además, ser violatorios de algún precepto de la Constitución, supuesto este que contempla tanto la ley reglamentaria de la materia, como la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

En efecto, en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se establece en el inciso b) del artículo 86, como requisito del Juicio de Revisión constitucional, que se viole algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, en el artículo 186 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se reitera ese requisito de procedibilidad, por lo que se propone la reforma  a la fracción IV del artículo 99 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
TERCERO.- Tres son los propósitos que orientan la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina.

a)
Adecuar el marco jurídico constitucional a la realidad procedimental y  política  que  vive  el  país,  y  con  ello  otorgarle  legitimidad constitucional a las partes al promover el juicio de revisión constitucional.

b)
Darle a las elecciones locales de las entidades federativas del país, gobernadores, diputados de los congresos y presidentes municipales, la certeza y seguridad jurídica que requieran al hacer el planteamiento jurídico ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

c)
Contribuir de manera importante a la consolidación de  nuestro sistema de justicia electoral, al darle concordancia a la normatividad secundaria con nuestra Carta Fundamental, y con esto, mayor fortaleza al contencioso electoral, para la erradicación de la transacción política.

La reforma propuesta  a la fracción IV del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos cumple cabalmente los propósitos antes mencionados:

En efecto, conforme al artículo 86, fracción 1, inciso b, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, el juicio de revisión constitucional electoral, sólo procede, cuando, entre otros requisitos, se viole algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;  el precepto dice literalmente:

“ Artículo 86

1. El juicio de revisión constitucional electoral sólo procederá para impugnar actos o resoluciones de las autoridades competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios locales o resolver las controversias que surjan durante los mismos, siempre y cuando se cumplan los requisitos siguientes:

a) Que sean definitivos y firmes;

b) Que violen algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

c) Que la violación reclamada pueda resultar determinante para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones; 

d) Que la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales;

e) Que la reparación solicitada sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios electos; y

f) Que se hayan agotado en tiempo y forma todas las instancias previas establecidas por las leyes, para combatir los actos o resoluciones electorales en virtud de los cuales se pudieran haber modificado, revocado o anulado.

2. El incumplimiento de cualquiera de los requisitos señalados en este artículo tendrá como consecuencia el desechamiento de plano del medio de impugnación respectivo.”

A su vez, el artículo 186, fracción III, inciso b ) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación al tema que ahora nos ocupa, se orienta en el mismo sentido; dicho precepto establece:

“ Artículo 186.- En los términos de lo dispuesto por los artículos 41, fracción IV, 60, párrafos segundo y tercero, y 99, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Tribunal Electoral, de conformidad con lo que señalen la propia Constitución y las leyes aplicables, es competente para:

III.- Resolver, en forma definitiva e inatacable, las controversias que se susciten por:

b) Actos y resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes para organizar, calificar o resolver las impugnaciones en los procesos electorales de las entidades federativas, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando se viole algún precepto establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales, y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios electos.”

Como fácilmente se advierte de la lectura de las disposiciones antes mencionadas, la violación a  un precepto constitucional es requisito sine qua non para la procedencia del juicio de revisión constitucional. Dicho supuesto no se contempla en la Constitución y esa divergencia  desde luego  genera incertidumbre e inseguridad jurídica  al hacer el planteamiento correspondiente ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,  toda vez que el incumplimiento de cualesquiera de los requisitos establecidos por la ley, se sanciona con el desechamiento de plano del medio de impugnación; consecuencia que por su gravedad, justifica  la reforma que ahora se examina, ya que al cohonestar el precepto constitucional con la legislación secundaria, indudablemente se cumple con uno de los fines esenciales del derecho, que es el de proporcionar seguridad jurídica a los gobernados, a la par que se contribuye a la consolidación de  nuestro sistema de justicia electoral, al darle concordancia a la normatividad secundaria con nuestra Carta Fundamental, y con esto, mayor fortaleza al contencioso electoral, como se asienta en las consideraciones que informan la Minuta 

Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 99, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, por el que se reforma el Artículo 99, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único.- Se adiciona la fracción IV del artículo 99 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 99. ...

.........

.........

.........
I. a III. ....

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes de las entidades. federativas para organizar y calificar los comicios o resolver las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando se viole algún precepto establecido en esta Constitución, la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;

V. a IX ....

.........

.........
.........

.........

.........

.........

.........

TRANSITORIO

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo  a la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Inciso G),  al Artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos del artículo 135 de la propia Constitución; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 23 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el proyecto de decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Inciso G),  al Artículo 105, fracción II,  de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- En la Minuta Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Inciso G), al Artículo 105, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se considera que:

Fortalecer el Estado de Derecho requiere mejores instrumentos para asegurar la plena vigencia de nuestra Constitución, mayor capacidad para aplicar la ley, sancionar a quienes la violan y dirimir las controversias..

Al darle mayor efectividad y alcance a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como interprete y garante último de la Constitución, se le otorgó un mayor peso político. En efecto, la competencia otorgada al máximo tribunal del país para conocer tanto de las controversias constitucionales, como de las acciones de inconstitucionalidad, lo han erigido en un auténtico tribunal constitucional, cuya actuación le legitima plenamente.

El objeto primordial de las acciones de inconstitucionalidad es el control abstracto y su efecto la consiguiente anulación de las normas cuestionadas; sin embargo, los nobles propósitos de la acción de inconstitucionalidad no están al alcance de todos, porque no cualquiera está legitimado para presentar una demanda de este tipo.

Sin duda, la tarea de proteger los Derechos humanos representa para el Estado la exigencia de proveer y mantener las condiciones necesarias para que, dentro de una situación de justicia, paz y libertad, las personas puedan gozar realmente de todos sus derechos. En este sentido, el Poder Legislativo, representante de la sociedad, habrá de ocupar un papel fundamental en la implementación de los mecanismos que así lo permitan. 

Debido a lo anterior y en virtud del noble objetivo de protección constitucional del recurso de acción de inconstitucionalidad, considero que es necesario reconocerle a la Comisión Nacional de Derechos Humanos legitimación para ejercitar acciones de inconstitucionalidad cuando leyes o tratados contravengan las garantías individuales, con ello se fortalece la indispensable labor que desarrolla el Ombudsman, quien en su función, controla el Poder en beneficio de la libertad, la igualdad y la seguridad jurídica de las personas.

En tal sentido es que se considera pertinente que la Comisión tenga la posibilidad de presentar ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación las acciones de inconstitucionalidad que considere necesarias para que esta última determine si una ley es violatoria de las garantías individuales, y en consecuencia, el defensor del pueblo esté cumpliendo cabalmente y con todas las herramientas posibles, la función que su misma denominación hace explícita, la de defender. 

TERCERO.- Las acciones de inconstitucionalidad tienen por objeto plantear la contradicción entre las normas constitucionales y las de la legislación ordinaria federal o local. Ello es así, porque la referida acción es un medio de control abstracto, a través del cual se hace una denuncia de inconstitucionalidad respecto de normas o leyes generales que sean contrarias a la Carta Magna, sin más limitación que la disposición u ordenamiento normativo de que se trate la contravenga, por lo que las partes legitimadas para ejercer dicha acción pueden plantear la contradicción de las normas combatidas y la Constitución Federal, ya sea en relación con su parte dogmática u orgánica, criterio este  que constituye la Jurisprudencia 73/2000, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 484, del Semanario Judicial de la Federación, Tomo XII, Novena Epoca, Pleno.

Así las cosas, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos fue creada en México mediante el decreto que adicionó al artículo 102 de la Constitución, el apartado B. Acorde a su finalidad de velar por el respeto de los derechos humanos, la institución de referencia, tiene a su cargo diversas funciones, como son velar por la observancia de los derechos humanos en el país, elaborar programas preventivos en materia de derechos humanos, recibir quejas por violación a los mismos, investigar las posibles violaciones a los derechos humanos, formular recomendaciones y proponer al Ejecutivo, la suscripción de convenios  y acuerdos internacionales en materia de derechos humanos.

Establecido lo anterior, y toda vez que la legitimación para deducir una acción de inconstitucionalidad no implica ejercitarla para hacer valer un derecho propio o para defenderse de los agravios que eventualmente pueda causar una norma general; se justifica que la Comisión Nacional de Derechos Humanos y sus equivalentes en los Estados y en el Distrito Federal, tengan legitimación activa para promover acciones de inconstitucionalidad cuando las normas de observancia general vulneren los derechos humanos; pues dichas acciones, atendiendo al principio de supremacía constitucional, permiten a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, someter a revisión  la norma cuya constitucionalidad se controvierte a efecto de que, en su caso, se establezca si se adecua o no a los lineamientos dados por la propia constitución, lo que salvaguarda, en última instancia, los derechos humanos.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, y para los efectos del artículo 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se recomienda a esta Legislatura aprobar el Proyecto de Decreto que remite la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, por el que se adiciona el Inciso G) al Artículo 105, fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Iniciativa de referencia dice textualmente:

Artículo Único. Se adiciona el inciso g) a la fracción II, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 105. ...

I...

a) al k) ...
 ..............

...............
II ...

........
a) al f) ...

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución. Asimismo los organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en los estados de la República, en contra de leyes expedidas por las legislaturas locales y la comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, en contra de leyes emitidas por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

.......... 

..........

...........

III. ......

............

............

Transitorio

Único. El presente Decreto iniciará su vigencia al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar las fracciones II, III y IV y  el penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la fracción II del artículo Tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila,  propuesta por el Ejecutivo del Estado; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa para reformar las fracciones II, III y IV y el penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la fracción II del artículo Tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila,  propuesta por el Ejecutivo del Estado; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa para reformar las fracciones II, III y IV y el  penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la fracción II del artículo Tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila,  propuesta por el Ejecutivo del Estado, se basa en las consideraciones siguientes:
“ El Comité de Planeación para el Desarrollo de Coahuila se ha constituido como uno de los pilares de las Administraciones Públicas que lo han operado desde su creación, ya que, es en el seno de este organismo en donde se gesta el proceso de la planeación, programación y evaluación de los programas financieros, de contratación y ejecución de obra pública y la prestación de los servicios públicos con los que el Gobierno del Estado cumple su diaria labor ante la comunidad coahuilense.
En pocas palabras, el COPLADEC es el órgano encargado del seguimiento, ejecución y evaluación de los resultados de las políticas, planes generales, programas y proyectos del sector público.

En administraciones como la que me honro encabezar, en donde la obra pública, las inversiones y proyectos productivos y la prestación de servicios públicos a lo largo y ancho del Estado, serán la constante, el COPLADEC jugará un papel medular para que los planes, los programas, las tareas y los compromisos que tenemos con el pueblo de Coahuila se cumplan. 

Ahora bien, una de las vertientes de la Agenda Legislativa es la actualización de las nuevas denominaciones y funciones de las dependencias y entidades del Ejecutivo Estatal a partir de la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública para el Estado de Coahuila. En ese tenor, resulta indispensable actualizar la ley de creación del COPLADEC para que no exista justificación en este sentido que retrase los planes y programas de gobierno.

Aunado a lo anterior, resulta oportuno mencionar que ahora el COPLADEC forma parte de la estructura de la Secretaría de Finanzas y no de otra dependencia como anteriormente estaba. Esto obedece a que la planeación de los fondos públicos deben estar, precisamente en donde éstos se manejan y no en áreas diferentes lo que ocasionaba retraso en la programación y el resultado eran obras mal terminadas por los tiempos recortados en la ejecución con su consiguiente y justificado reclamo social.

Pretendo acabar, por lo pronto, con la justificación de mala planeación de los programas públicos y por ello es necesaria esta reforma, por lo que, por las razones anteriormente expuestas, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente iniciativa de: DECRETO”
TERCERO.- La Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, cumple cabalmente su propósito.

En efecto, afirma el Ejecutivo del Estado, que una de las vertientes de la Agenda Legislativa de su Administración, es la actualización del marco jurídico del Estado, haciéndolo acorde con las nuevas denominaciones y funciones de las dependencias y entidades que conforman el Poder Ejecutivo Estatal, atento la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública; y que en ese tenor, resulta indispensable actualizar la  Ley que creó al COPLADEC, a fin de agilizar los planes y programas de gobierno.

Congruente con esa postura, establece también que ahora el COPLADEC forma parte de la estructura de la Secretaría de Finanzas y que ello obedece a que la planeación de los fondos públicos deben estar, precisamente en donde éstos se manejan y no en áreas diferentes, lo que ocasionaba retraso en la programación y obras mal terminadas por los tiempos recortados en la ejecución con su consiguiente y justificado reclamo social.

Así las cosas, el artículo tercero de la  Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila ”, dice literalmente:

“ ARTICULO TERCERO.- El Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado contará con los órganos que señale el Reglamento Interior, y se integrará:

I.- Por un Presidente, que será el C. Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza;

(REFORMADA, P.O. 6 DE MARZO DE 2001)

II. Por dos Vicepresidentes, que serán los Secretarios de Gobierno y de Finanzas del Estado;

Cada uno de los Vicepresidentes tendrá a su cargo las atribuciones que determine el correspondiente reglamento interior;

(REFORMADA, P.O. 6 DE MARZO DE 2001)

III. Por un Coordinador General, que será el Secretario de Planeación y Desarrollo del Estado;

(REFORMADA, P.O. 6 DE MARZO DE 2001)

IV. Por un Secretario Técnico, que será el Subsecretario de Planeación de la Secretaría de Planeación y Desarrollo del Estado;

V.- Por los delegados y representantes de las Dependencias y Entidades Paraestatales del Gobierno Federal en el Estado;

VI.- Por los titulares de Dependencias del Gobierno del Estado y los de Organismos Públicos Descentralizados del Gobierno Estatal, que expresamente invite el Jefe del Ejecutivo;

VII.- Por los titulares de las Comisiones donde participen los sectores público, social y privado, cuyas acciones interesen al desarrollo socioeconómico de la Entidad;

Asimismo, podrán participar:

VIII.- Los CC. Presidentes Municipales;

IX.- Los representantes de las organizaciones mayoritarias de trabajadores y de campesinos, así como de las sociedades cooperativas que actúen a nivel estatal y estén debidamente registradas ante las autoridades correspondientes;

X.- Los representantes de las organizaciones mayoritarias de empresarios que actúen a nivel estatal y estén debidamente registradas ante las autoridades correspondientes;

XI.- Los representantes de instituciones de educación superior y de centros de investigación que operen en el Estado; y

XII.- Los senadores y diputados federales por el Estado, así como los diputados locales.

(ADICIONADO, P.O. 6 DE MARZO DE 2001)

Se integrará al Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado como Vocal de Vigilancia, el titular de la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa.

(REFORMADO, P.O. 6 DE MARZO DE 2001)

Cada miembro propietario de los señalados a partir de la fracción V designará, en su caso, un suplente.

La reforma a dicho precepto, como bien lo señala el autor de la Iniciativa, no sólo lo adapta a la actual estructura que, acorde con la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública, conforma el Poder Ejecutivo Estatal; sino que  al distribuir las funciones de sus integrantes, y particularmente la que atañe al Secretario de Finanzas del Estado, permite que la planeación de los fondos públicos se haga precisamente donde estos están y no en otras dependencias, con el consiguiente papeleo y trámite burocrático que ello implicaba; y, su consecuencia, retraso en la programación y obras mal terminadas por los tiempos recortados en la ejecución, con su consiguiente y justificado reclamo social.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, debe aprobarse la Iniciativa para reformar las fracciones II, III y IV y  el penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la fracción II del artículo Tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila,  propuesta por el Ejecutivo del Estado, resultando pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Se reforma las fracciones II, III y IV y  el penúltimo párrafo y derogar el segundo párrafo de la fracción II del artículo Tercero de la Ley que Crea el Organismo Público Descentralizado, denominado “ Comité de Planeación Para el Desarrollo del Estado de Coahuila,  propuesta por el Ejecutivo del Estado, en los términos siguientes:

ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMAN las fracciones II, III y IV, el penúltimo párrafo del Artículo Tercero y se DEROGA el segundo párrafo de la fracción II del Artículo Tercero, todos de la Ley que crea el Organismo Público Descentralizado denominado "Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado de Coahuila", para quedar como siguen:

ARTÍCULO TERCERO.- ...


1. ...

II. Por un Vicepresidente que será el Secretario de Gobierno;

     (Se deroga segundo párrafo)


III. Por un Coordinador General que será el Secretario de Finanzas del Estado;

IV. Por un Secretario Técnico que será el Subsecretario de Programación y Presupuesto de la Secretaría de Finanzas del Estado;

V. al XII. ....

Se integra al Comité de Planeación para el Desarrollo del Estado como vocal de vigilancia, el titular de la Secretaría de la Función Pública del Estado.


.........

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

TERCERO.- El Comité deberá reunirse, por primera vez, en un plazo que no excederá de 30 días, a partir de la fecha en que entre en vigor el presente Decreto levantándose el Acta respectiva, misma que se protocolizará ante Notario Público e inscribirá en el Registro Público.

CUARTO.- El Comité expedirá su reglamento interior dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que entre en vigor este Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de reforma, propuesta por el Ejecutivo del Estado, a los artículos Primero y Séptimo, fracciones I, y III, incisos  C), D) y E), de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 16 de mayo del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de reforma, propuesta por el Ejecutivo del Estado, a los artículos Primero y Séptimo, fracciones I, y III, incisos  C), D) y E), de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de reforma, propuesta por el Ejecutivo del Estado, a los artículos Primero y Séptimo, fracciones I, y III, incisos  C), D) y E), de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, se basa en las consideraciones siguientes:
“ El Instituto Estatal de la Vivienda Popular, constituido como un Organismo Público Descentralizado de la Administración-Pública Estatal, tiene como principal objetivo el cubrir dos áreas medulares del desarrollo social estatal, por una parte el área de vivienda popular en lo que le concierne a promover, proyectar y construir viviendas económicas, tanto en zonas urbanas como rurales y determinar los mecanismos para el financiamiento y construcción de viviendas y, por otra parte, el área inmobiliaria, en lo que se refiere a adquirir en zonas urbanas, semi-urbanas y rurales, inmuebles para ser destinados a usos habitacionales, recreativos o sociales.

Dicho lo anterior, resulta oportuno mencionar que, por sus funciones y a partir de la nueva Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, el Instituto Estatal de la Vivienda Popular está sectorizado a la Secretaría de Desarrollo Social y por lo tanto, el Consejo de Administración de dicho Instituto debe ser presidido por el titular de dicha secretaría.

Aunado a lo anterior, una de las vertientes de la Agenda Legislativa de la Administración que me honro encabezar, es la actualización de las nuevas denominaciones y funciones de las dependencias y entidades que conforman al Poder Ejecutivo Estatal. ​

Asi, por las razones anteriormente expuestas, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente iniciativa de: DECRETO ”

TERCERO.- La Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, cumple cabalmente su propósito.

En efecto, afirma el Ejecutivo del Estado, que una de las vertientes de la Agenda Legislativa de su Administración, es la actualización del marco jurídico del Estado, haciéndolo acorde con las nuevas denominaciones y funciones de las dependencias y entidades que conforman el Poder Ejecutivo Estatal.

El Instituto Estatal de la Vivienda Popular, conforme al artículo 1° de la Ley que lo crea, se encontraba sectorizado a la Secretaría de Planeación y Desarrollo; que por sus funciones es ahora, conforme a la vigente Ley Orgánica de la Administración Pública, la Secretaría de Desarrollo Social, por lo que la adecuación que en ese sentido  se hace al artículo primero de la Ley que Crea al Instituto Estatal de la Vivienda, resulta plenamente justificada.

Otro tanto puede predicarse de las conciliaciones que se hacen al artículo 7° en sus fracciones I y III, incisos c), d ) y e).

Lo anterior es así, pues al haberse adecuado las funciones de la Secretaría de Planeación y Desarrollo; y, concomitantemente, haberse cambiado la denominación de la misma por la de Secretaría de Desarrollo Social,  al estar sectorizado el Instituto Estatal de la Vivienda Popular a dicha Secretaría, resulta lógico que su  Presidente, sea el titular de la misma.

Por lo demás, del mismo tenor son las reformas a las fracciones I y III, incisos c), d) y e) del artículo 7° de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular. El precepto en cuestión regula la integración del Consejo de Administración,  y se establece en la fracción primera que el Presidente será el Secretario de Desarrollo Social, , lo que armoniza tanto con el artículo primero de la Ley de la materia, como con el artículo 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública, que enumera las dependencias de la Administración Pública Centralizada.

Los vocales, que conforme a los incisos c), d) y e) de la  fracción III del artículo 7, eran el Secretario de Urbanismo y Obras Públicas, el de Desarrollo Social y el de la Contraloría y Modernización Administrativa;  lo son ahora, conforme a la nueva estructura de la Ley Orgánica de la Administración Pública, los Secretarios de Obras Públicas y Transporte, de Fomento Económico y de la Función Pública; lo que como ya se asentó y se afirma en la exposición de motivos, actualiza las denominaciones y funciones de las dependencias y entidades que conforman el Poder Ejecutivo Estatal.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, debe aprobarse la Iniciativa de reforma, propuesta por el Ejecutivo del Estado resulta pertinente emitir el siguiente

P R O Y E C T O

D E

D E C R E T O

ÚNICO.-  Se reforma los artículos Primero y Séptimo, fracciones I, y III, incisos  C), D) y E), de la Ley que Crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular, toda vez que la misma actualiza las nuevas denominaciones y funciones de las dependencias y entidades que conforman al Poder Ejecutivo Estatal. En los términos siguientes:

ARTÍCULO ÚNICO. Se REFORMA el Artículo Primero y el Artículo Séptimo fracción I y los incisos c), d) y e) de la fracción III, todos de la Ley que crea al Instituto Estatal de la Vivienda Popular, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 31 de Diciembre de 1975, para quedar como siguen:

ARTÍCULO 1.- Se crea el Instituto Estatal de la Vivienda Popular como Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, que estará sectorizado a la Secretaria de Desarrollo Social. 
ARTÍCULO 7.- El Consejo de Administración del Instituto se integrará de la siguiente forma:

I. Por un Presidente que será el Secretario de Desarrollo Social;
II. y III. ...

a) y b) ...

c) El Secretario de Obras Públicas y Transporte;

d) El Secretario de Fomento Económico;

e) El Secretario de la Función Pública;
f) y g) ....

TRANSITORIOS

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
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	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A AFVOR
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	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR
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EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MAYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR
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EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura, con relación a que con fecha 2 de mayo del año en curso, se recibió oficio de los integrantes del cabildo del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, mediante el cual se informo el fallecimiento del Presidente Municipal el C. Sergio Enrique Treviño Ibarra y con fecha  9 de mayo el H. Pleno del Congreso designo como Presidente Municipal Interino a la C. Lorena Patricia Rodríguez Vázquez quien se desempeñaba como Primera Regidora del Ayuntamiento de Abasolo Coahuila, quedando vacante el cargo de Primer Regidor.

RESULTANDO

PRIMERO. Que  con fecha 9 de mayo del año 2006  el H. Pleno del Congreso designo como Presidente Municipal Interino a la C. Lorena Patricia Rodríguez Vázquez quien se desempeñaba como Primera Regidora del Ayuntamiento de Abasolo Coahuila, quedando vacante el cargo de Primer Regidor. 

SEGUNDO. Que  en virtud de lo anterior esta comisión fue enterada para estudio y dictamen

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión  es competente para emitir el presente Dictamen, lo anterior de acuerdo a lo previsto por los artículos 103, 132, y 144, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que el día 18 de Octubre de 2005 se publicó en el Periódico Oficial del Estado, la lista de  integración de cabildos de los Ayuntamientos electos que estarían en funciones durante el período comprendido del 2006 - 2009. 

TERCERO. Que conforme a lo anterior,  la C Lorena Patricia Rodríguez Vázquez quien se desempeñaba como Primer Regidora del Ayuntamiento de Abasolo, fue designada Presidente Municipal Interino del Mismo, quedando vacante el cargo de Primer Regidor.

CUARTO. Que conforme a los artículos 57 y 59 del Código Municipal,   es facultad del Congreso del Estado; nombrar a los interinos que cubran la falta absoluta dentro de los primeros seis meses del periodo correspondiente de los Regidores de los Ayuntamientos del Estado.

QUINTO. Que la designación del sustituto del Regidor debe realizarse a favor de un candidato que figure en la lista de preferencia de Regidores que fue propuesta por cada partido político o coalición, de acuerdo a lo dispuesto en la fracción V del artículo 26 de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales para el Estado de Coahuila.

SÉXTO. Por lo que teniendo a la vista la lista de preferencia publicada en el Periódico Oficial del Estado en la fecha antes señalada, registrada por el Partido Acción Nacional para la elección de Ayuntamientos, y a propuesta del comité directivo Estatal del Partido Acción Nacional, esta Comisión propone al C. Mario Alfonso Rodríguez Ruiz,  en virtud de encontrarse dentro de dicho listado, lo anterior con el fin de que el H. Pleno de este Congreso lo designe como Primer Regidor, del Ayuntamiento de Abasolo Coahuila, durante el tiempo en que la titular desempeñe el cargo de Presidente Municipal Interino de dicho Ayuntamiento.

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se designa Al C. Mario Alfonso Rodríguez Ruiz, como Primer Regidor Interino, dentro del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, en sustitución del la C. Lorena Patricia Rodríguez Vázquez.

SEGUNDO.  Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila la designación del C Mario Alfonso Rodríguez Ruiz, a efecto de que se llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Primer Regidor, dentro del Ayuntamiento de Abasolo, Coahuila, durante el periodo de tiempo que su titular la C. Lorena Patricia Rodríguez Vázquez desempeña el cargo de Presidente Municipal Interino, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo Estatal para los efectos procedentes.

TRANSITORIO

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Francisco Saracho Navarro (Coordinador), Diputado Román Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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D I C T A M E N de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la LVII Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de Coahuila, propuesta por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Unidad Democrática de Coahuila, y por el Diputado Virgilio  Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 4 de abril del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Reformas a la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría del Trabajo y Previsión Social de Coahuila, propuesta por los Diputados Alfredo Garza Castillo y Jorge Alberto Guajardo Garza, del Grupo Parlamentario del Partido Unidad Democrática de Coahuila, y por el Diputado Virgilio  Maltos Long, del Partido del Trabajo; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Así las cosas, no obstante la pertinencia de las razones que motivan la Iniciativa cuyo estudio y dictamen se hace,  esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales advierte que conforme a la vigente Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, la administración pública centralizada está conformada, entre otras dependencias, por el Despacho del Gobernador y las Secretarías del Ramo; y, que el Gobernador del Estado, conforme al artículo 2° de la Ley en cita,  tiene las atribuciones, funciones y obligaciones que le señalan la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, la susodicha Ley y las demás disposiciones jurídicas vigentes y  aplicables en el Estado.
Establecido lo anterior, conforme  al artículo 85 de la Constitución Política del Estado de Coahuila, el Gobernador del Estado será el jefe de la administración pública centralizada y paraestatal; y para asegurar la buena marcha de la misma, podrá establecer nuevas dependencias y separar, unir o transformar las existentes, en atención al volumen de trabajo y trascendencia de los asuntos públicos.

Así pues, constitucionalmente, en el Estado de Coahuila, la creación de nuevas dependencias dentro de la administración pública centralizada, incumbe al Gobernador del Estado, lo cual resulta lógico y congruente con la división de poderes; pues quien mejor que el titular del Poder Ejecutivo, para determinar la estructura que deba darse a la administración pública centralizada, lo que corrobora además  el artículo 16 fracción III de la Ley Orgánica de la Administración Pública  del Estado, que es del tenor literal siguiente:

ARTÍCULO 16. El Titular del Ejecutivo ejercerá las siguientes facultades en forma exclusiva o delegada.

A. Son facultades indelegables:

III. Expedir los decretos, acuerdos y demás disposiciones del orden administrativo que estime necesarios, así como establecer nuevas dependencias y separar, unir o transformar las existentes, en atención al volumen de trabajo y trascendencia de los asuntos públicos, con la finalidad de asegurar la buena marcha de la Administración Pública Estatal;

La lectura de las disposiciones antes mencionadas, nos lleva a concluir  que la estructura y organización de la administración pública  centralizada incumbe en forma indelegable al Titular del Ejecutivo del Estado; y por ende, la Iniciativa proveniente del Poder Legislativo, para modificar la estructura orgánica del Poder Ejecutivo, creando una nueva Secretaría y suprimiendo una Dirección dependiente de la Secretaría de Gobierno, no es conveniente.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, habrá de emitirse el siguiente

D I C T A M E N

ÚNICO.- La Iniciativa de Reforma a la Ley Orgánica de la Administración Pública para crear la Secretaría de Trabajo y Previsión Social de Coahuila y derogar las facultades que en materia laboral incumben a la Secretaría de Gobierno -de momento- debe desestimarse. 

Sin embargo, esta Comisión consideró pertinente que el Congreso del Estado, envíe al titular del Ejecutivo una respetuosa consideración, para que en un futuro evalúe esta iniciativa, dada la importancia que en nuestro Estado tiene esta materia.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, 

Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 31 de mayo de 2006.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, mediante el cual se comunica un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, relativo al exhorto a las Legislaturas Locales para evitar y castigar cualquier forma de violencia contra las niñas y los niños; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de abril del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, el oficio a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  el Oficio del Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, mediante el cual se comunica un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, relativo al exhorto a las Legislaturas Locales para evitar y castigar cualquier forma de violencia contra las niñas y los niños; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I y V, 103 fracciones I y XV, 107 fracciones I y VIII, 197 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- El Oficio N° SEL /300/7607/05, recibido el día 18 de abril del año en curso, en el que el Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, transcribe el Punto de Acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, dice en lo conducente:

“ Segundo.- El Senado de la República exhorta respetuosamente a las Legislaturas de las Entidades Federativas a  que revisen y, en su caso, adopten o modifiquen la legislación necesaria a efecto de que se castigue ejemplarmente cualquier forma de violencia contra las niñas y los niños.”

TERCERO.- La actual administración tiene como lema “ El gobierno de la gente”; y por ende, esta Legislatura no es ajena en su actividad a todo proceso legislativo encaminado al bienestar de la población, y particularmente de las niñas y los niños.

En esa tesitura, en Coahuila siempre se ha entendido que la ley, como obra del quehacer humano, es perfectible; y por lo mismo, se ha procurado mantener una actualización permanente  de su marco jurídico, y hace suyo el exhorto del Senado de la República en ese sentido.

En la especie, numerosas son las normas tendentes a evitar la violencia contra las niñas y los niños.

 En efecto, a vía de ejemplo, en el Código Civil, se establece que las personas que tienen al menor bajo su patria potestad deben educarlo convenientemente y tienen la facultad de corregirlo de una manera prudente y moderada; en ningún caso esta facultad implicará cualquier forma de maltrato. Las mismas personas tienen la obligación de observar una conducta que sirva a los menores de buen ejemplo; así mismo, que el juez debe dictar de oficio las medidas que correspondan si los que ejercen la patria potestad no cumplen con los deberes que ella les impone y que el Ministerio Público y la Procuraduría de la Familia deben promover las medidas que correspondan en interés de quien está sujeto a patria potestad. 

Como fácilmente se advierte, la legislación civil no faculta a quien ejerce la patria potestad, en aras al derecho de corrección de los hijos, a maltratarlos; pues si esto acontece, la violencia familiar ejercida en su contra, desde el punto de vista civil, puede dar lugar a una causal de divorcio o a la perdida de la patria potestad; amen de que, desde el punto de vista penal, dentro de los delitos contra el orden familiar, está el relativo a la violencia intrafamiliar, que sanciona la que se ejerce en contra de quienes  están sujetos a patria potestad, como figura típica equiparada  a la violencia intrafamiliar; y , la Ley de  Prevención , Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, establece en su artículo 2° que el Estado  y sus autoridades están obligadas a garantizar el respeto a los derechos humanos y a instrumentar políticas sociales de prevención, protección y promoción que favorezcan el desarrollo de las niñas y de los niños y que los bienes jurídicos tutelados por dicha ley son la integridad, la preservación y el desarrollo de la salud física y mental  de las  mujeres, las niñas, los niños y en general de quienes integran la familia, sustrato de la sociedad;  luego, en atención a los bienes tutelados por la ley de la materia, en el Estado, la violencia en contra de las niñas y niños no carece de sanción, por lo que en ese contexto, esta Legislatura encomia y hace suyo el exhorto del Senado de la República a efecto de que se castigue ejemplarmente cualquier forma de violencia contra las niñas y los niños.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan,  resulta pertinente emitir el siguiente 

D I C T A M E N.

ÚNICO.-  Hágase del conocimiento de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, que esta LVII Legislatura, encomia y hace suyo el exhorto del Senado de la República a efecto de que se castigue ejemplarmente cualquier forma de violencia contra las niñas y los niños, toda vez que en la Legislación de Coahuila el exhorto de referencia es una realidad, pues el maltrato a niñas y niños tiene sanciones civiles y penales.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza:

Por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández.

Por la Comisión de Justicia, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, Diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luís Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández,  Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez; Saltillo, Coahuila, a 2 de mayo de 2006.
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DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ
DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo al Oficio del Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, mediante el cual se comunica un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, relativo al exhorto a los Congresos Locales para que actualicen los marcos jurídicos estatales, a efecto de que se proteja efectivamente el derecho de las niñas y los niños, a tener un pleno desarrollo de su personalidad; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 21 de abril del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, el oficio a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia el Oficio del Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, mediante el cual se comunica un punto de acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, relativo al exhorto a los Congresos Locales para que actualicen los marcos jurídicos estatales, a efecto de que se proteja efectivamente el derecho de las niñas y los niños, a tener un pleno desarrollo de su personalidad; y

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I y V, 103 fracciones I y XV, 107 fracciones I y VIII, 197 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen. 

SEGUNDO.- El Oficio N° SEL /300/1216/06, recibido el día 18 de abril del año en curso, en el que el Subsecretario de Enlace Legislativo de la Secretaría de Gobernación, transcribe el Punto de Acuerdo aprobado por la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, dice en lo conducente:

“ Segundo.- El Senado de la República exhorta a los congresos estatales a revisar profundamente sus marcos jurídicos estatales en la materia para reformarlos de tal suerte que den protección plena al derecho de niñas y niños a tener un pleno desarrollo de su personalidad.”

TERCERO.- La actual administración tiene como lema “ El gobierno de la gente”; y por ende, esta Legislatura no es ajena en su actividad a todo proceso legislativo encaminado al bienestar de la población.

En esa tesitura, en Coahuila siempre se ha entendido que la ley, como obra del quehacer humano, es perfectible; y por lo mismo, se ha procurado mantener una actualización permanente  de su marco jurídico, y hace suyo el exhorto del Senado de la República en ese sentido.

En la especie, numerosas son las normas tendentes a la protección efectiva de los derechos de las niñas y los niños a tener un pleno desarrollo de su personalidad.

En efecto, a vía de ejemplo, en el Código Civil, en las reformas de agosto del pasado año, se estableció en el artículo 1°  que el Estado  protegerá a la familia, a la que reconoce como la agrupación primaria natural y fundamental de la sociedad; así mismo, en el artículo 21 se dispone que cuando haya conflicto de intereses, en los que participe un menor, se estará al interés superior de la infancia; igualmente, que la atención a la minoridad, como incapacidad jurídica,  es de orden público y que comprende  el cuidado del ser humano durante la gestación, nacimiento y minoridad; la salud física y mental de los menores, así como su educación, instrucción y preparación. Además, se prohíbe el empleo de nombres propios que puedan ser ridículos, situación esta que desde luego estigmatiza a un niño o a una niña, al someterlo a la mofa a lo largo de su vida, con el consiguiente demerito de su autoestima.

Además, se establece en lo que al derecho de familia atañe, que la unidad de la familia, el interés de los hijos, el de los menores y la igualdad de los derechos y deberes de los cónyuges, han de ser los principios fundamentales para la aplicación e interpretación del derecho de familia.

En el orden penal, esta Legislatura recientemente aprobó la iniciativa del Ejecutivo del Estado que reforma diversos artículos del Código Penal para armonizarlo con la reforma al artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Además,  en el cronograma de la agenda legislativa,  dada a conocer por el Ejecutivo a esta Legislatura, se contempla para el mes de mayo, la Iniciativa de Nueva Ley Para el Tratamiento y Adaptación de Menores en el Estado; todo lo cual demuestra, que en el Estado, la actualización del marco jurídico relativo a la protección de los derechos de las niñas y los niños a tener un pleno desarrollo de su personalidad, es una preocupación permanente.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan,  resulta pertinente emitir el siguiente 

D I C T A M E N.

ÚNICO.-  Hágase del conocimiento de la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión, que esta LVII Legislatura, hace suyo el exhorto  para actualizar el marco jurídico a efecto de proteger efectivamente el derecho de las niñas y niños a tener un pleno desarrollo de su personalidad, toda vez que en la entidad, como se ha demostrado,  ha sido preocupación constante de la administración, el mantener un marco jurídico actualizado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza:

Por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández.

Por la Comisión de Justicia, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, Diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luís Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández,  Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez; Saltillo, Coahuila, a 2 de mayo de 2006.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

               COORDINADOR

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ
DIP. DEMETRIO A. ZUÑIGA SÁNCHEZ

DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
DIP. VIRGILIO MALTOS LONG.

DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

COMISIÓN DE JUSTICIA

DIP. JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO 
DIP. JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO

                   ( Coordinador ) 

DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO
DIP. ROMÁN A. CEPEDA GONZÁLEZ

DIP. DEMETRIO A. ZUÑIGA SÁNCHEZ
DIP. JOSÉ LUÍS ALCALÁ DE LA PEÑA

DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO
DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ

DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ
D I C T A M E N DE LA COMISIONES UNIDAS DE EDUCACIÓN Y ECOLOGÍA Y MEDIO AMBIENTE DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "PROGRAMAS EDUCATIVOS EN MATERIA AMBIENTAL" PRESENTADA POR LOS DIPUTADOS RAUL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS, JOSÉ LUIS MORENO AGUIRRE, JESÚS MARÍA MONTEMAYOR GARZA Y JUAN CARLOS AYUP GUERRERO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “JESÚS REYES HEROLES" DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL; Y 

RESULTANDO:

PRIMERO. Que con fecha 27 de marzo de 2006, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la proposición con punto de acuerdo sobre "Programas Educativos en Materia Ambiental" presentada por los diputados Raúl Xavier González Valdés, José Luis Moreno Aguirre, Jesús Maria Montemayor Garza y Juan Carlos Ayup Guerrero, del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada en el punto que antecede, fue dada a conocer en la sesión del Pleno celebrada el día 28 de marzo del año en curso y mediante la cual se solicita que: " Este Honorable Congreso del Estado, envíe un atento exhorto tanto a la Secretaría de Educación Pública Federal, como a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, con la finalidad de solicitarles de la manera más atenta, que en coordinación con sus respectivas secretarías de medio ambiente, profundicen en la aplicación de nuevos modelos educativos, ecológicos y ambientalistas, basados en el conocimiento y la investigación, así como, en el diseño de políticas educativas desde una perspectiva integral en esta materia, a lo que se pudiera considerar las siguientes estrategias": 

· Integración, difusión y socialización de proyectos educativos, ecológicos y ambientalistas. 

· Congruencia curricular de contenidos y metodología de las cuestiones referentes a la educación ecológica y ambientalista. 

· Operacionalización cotidiana y permanente de los contenidos de educación ambiental, traducidos en actitud, conductas, campañas y vinculación escuela-comunidad. 

TERCERO. Que por acuerdo del Pleno, se turnó la proposición antes mencionada a estas Comisiones, para su estudio y en su caso presentar dictamen o informe en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente y; 

C O N S I DE RA N DO: 

PRIMERO. Que las Comisiones Unidas de Educación y Ecología y Medio Ambiente, son competentes para conocer sobre el asunto turnado por el Pleno conforme a lo dispuesto por los artículos 109 y 114 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que las que dictaminan coinciden con los autores de la Proposición con Punto de Acuerdo en estudio, con relación a la importancia de la aplicación de modelos educativos basados en el conocimiento y la investigación de los procesos vivenciales y operacionales de la conducta humana, así como el diseño de políticas ambientales desde una perspectiva integral. 

TERCERO. Que el desarrollo urbano de nuestro Estado ha sido y promete ser sobresaliente en los próximos años, sin embargo no debe de pasarse por alto el impacto ecológico y ambiental que conlleva, es primordial buscar y aplicar mecanismos que permitan el avance de uno sin el deterioro del otro. 

CUARTO. Que el estado de Coahuila, cuenta con una gran riqueza natural en sus 38 municipios, en los que podemos encontrar, ríos, desiertos, bosques, distintos tipos de especies de fauna y flora, que resulta de trascendental importancia proteger, conservar, preservar y en algunos casos, restaurar, a fin de consolidar un sistema de vida fundado en el constante y futuro mejoramiento económico, cultural, social e individual. 

QUINTO. Que la educación ambiental es un elemento esencial para protección y conservación del medio ambiente, por lo que es de vital importancia inculcar en los estudiantes de los diferentes centros educativos una cultura de respeto y cuidado hacia nuestro sistema ecológico. 

SEXTO. Que es prioridad para el gobierno garantizar a la ciudadanía el derecho de gozar de una vida sana, dentro de un entorno adecuado para su desarrollo y para las futuras generaciones coahuilenses.

SÉPTIMO. No obsta mencionar que la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente del Estado de Coahuila, señala en su sección VIII los lineamientos de la Educación Ambiental e Investigación, el cual reza al tenor literal siguiente: 

SECCION VIII

De la Educación Ambiental e Investigación
ARTICULO 52.- La Dirección y los ayuntamientos propiciarán el fortalecimiento de la conciencia ambiental, a través de los medios de comunicación masiva, a fin de difundir la problemática ambiental de la entidad y sus posibles alternativas de solución. 

ARTICULO 53.- La Dirección y los ayuntamientos, en sus correspondientes ámbitos de competencia, fomentarán la realización de investigaciones científicas y promoverán programas para el desarrollo de técnicas y procedimientos que permitan prevenir, controlar y abatir la contaminación, así como propiciar el aprovechamiento racional de los recursos y proteger los ecosistemas. 

Para tal efecto, se podrán celebrar convenios con instituciones de educación superior, centros de investigación, instituciones del sector social y privado, investigadores y especialistas en la materia. 

ARTICULO 54.- El Ejecutivo del Estado y, en su caso, los municipios, por conducto de las autoridades competentes, llevarán a cabo las siguientes actividades con el fin de impulsar la educación ambiental en la entidad o en sus respectivas jurisdicciones: 

I.- Elaborar programas educativos para los diferentes sectores de la sociedad con la finalidad de promover la reducción, reutilización y el reciclaje de los desechos sólidos domiciliarios; 

II.- Ofrecer asesoría para la implementación de sistemas sobre manejo y disposición de los desechos sólidos municipales; y 

III,.- Promover en coordinación, en su caso, con las dependencias del Gobierno Federal, que se lleven a cabo programas de reforestación; 

Atenta a las consideraciones que anteceden, esta comisión procede a emitir el siguiente:

DICTAMEN: 

PRIMERO. Reconocemos la labor de la Secretaría de Educación Pública Federal y de las Secretarías de Educación y Cultura y del Medio Ambiente en el Estado, en incorporar el cuidado del medio ambiente en sus planes y programas, sin embargo es ineludible que la educación en esta materia debe ser continua y adaptarse a las necesidades y exigencias de nuestro entorno, por lo que es necesario continuar con esfuerzos coordinados a fin de crear una conciencia crítica en los estudiantes de los diferentes centros educativos, ante los problemas ecológicos que aquejan a nuestra comunidad. 

SEGUNDO. Se envíe un respetuoso exhorto a la Secretaría de Educación Pública Federal, como a la Secretaría de Educación y Cultura del Estado a fin de solicitarles de la manera más atenta, que en coordinación con la Secretaría del Medio Ambiente Federal y la Secretaría del Medio Ambiente Estatal respectivamente, profundicen en la aplicación de nuevos modelos educativos ecológicos y ambientalistas, basados en el conocimiento y la investigación, así como en el diseño de políticas educativas desde una perspectiva integral en esta materia. 

Así con fundamento en los artículos 132, 134, 136, 144 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, lo dictaminan y aprueban los Diputados integrantes de la Comisiones Unidas de Educación y Ecología y Medio Ambiente.

POR LA COMISION D EDUCACIÓN 

DIP. JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

COORDINADOR

DIP. JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PAÑA

DIP. JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

DIP. JULIETA LÓPEZ FUENTES

DIP. CÉSAR FLORES SOSA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

DIP. GENARO FUANTOS SÁNCHEZ

POR LA COMISIÓN DE ECOLOGÍA Y MEDIO AMBIENTE

DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ

COORDINADOR

DIP. JORGE ANTONIO ABDALA SERNA

DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA

DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZÁLEZ

DIP. SILVIA GUADALUPE GARZA GALVÁN

Dictamen de la Comisión del Agua de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Privatización del Servicio de Agua Potable” planteada por el Diputado Virgilio Maltos Long del Partido del Trabajo; y,

Resultando:

Primero.- Que con fecha 27 de marzo del año en curso, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el promovente, en representación del Partido del Trabajo, relativa a “la Privatización del Servicio de Agua Potable en los Municipios de Coahuila”.

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 28 de marzo del presente año; habiéndose acordado turnarla a la Comisión del Agua para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercer.-  Que en dicha Proposición se hace hincapié en el problema de la privatización de los servicios de agua potable, y las consecuencias perjudiciales para la sociedad por tales concesiones y enajenaciones a la Iniciativa Privada. Haciendo referencia a los costos que se elevan y se disparan por consumo de agua, y las múltiples quejas por deficiencias en el servicio que las empresas como Aguas de Saltillo generan, y que el promovente cita como ejemplo. Hace igual relación acerca de empresas privadas suministradoras del servicio de agua que fracasaron en otras naciones, debiendo ser devueltas al estado, entre otras consideraciones y argumentos que en el mismo tenor expresa en su Proposición con Punto de Acuerdo.

Cuarto.- Señala además el legislador citado, “Que está claro que no es privatizando como se pueden obtener los recursos necesarios para garantizar el suministro. Es una combinación de factores, como el cobro proporcional al consumo y tipo de consumo, la reinversión técnica, la cultura del agua, la reducción de la burocracia, etc. Pero esto debe ser resultado de un análisis particular en cada municipio, al igual que cada municipio es autónomo en la definición de tarifas”….

Quinto.- Continua expresando él mismo en su Proposición que “Es necesario exhortar a los municipios de Coahuila para que antes de considerar cualquier tipo de privatización permita la participación ciudadana y efectúen un estudio serio y concienzudo” y;

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión del Agua es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 113,  y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que esta Comisión ha analizado la Proposición con Punto de Acuerdo del Diputado Virgilio Maltos Long, valorando sus argumentos y propuestas a fondo.

Tercero.-  Que esta Comisión encuentra indispensable hacer una revisión del marco legal actual sobre privatizaciones del servicio de agua potable para poder dictaminar con apego a derecho, sin dejar de atender las observaciones y argumentos del autor de la Proposición; lo que se puede definir como los hechos.

En esta circunstancia, es esencial considerar el hecho y el derecho de manera razonada. Por lo que en relación al derecho, esta Comisión hace relación de los siguientes preceptos  de ley.

El Artículo 27 de la Constitución General de la República consigna en su primer párrafo, lo siguiente:

Artículo 27. La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponden originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de trasmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad privada.

Mientras que en la Fracción Primera del mismo artículo señala:

I. Sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización y las sociedades mexicanas tienen derecho para adquirir el dominio de las tierras, aguas y sus accesiones o para obtener concesiones de explotación de minas o aguas.....

Cuenta además el estado con la facultad de retirar o cancelar las concesiones otorgadas, si estas afectan el interés público, la ley o, violentan las condiciones establecidas en los respectivos convenios.

Es de vital importancia aclarar que hay una diferencia notable entre privatizar un servicio como lo señala el Diputado Maltos Long, y concesionar el mismo. El término “Privatizar” refieren los expertos, debe aplicarse, cuando una empresa o servicio del estado es vendido definitivamente y de manera total a los particulares, en cambio la concesión, se refiere al acto de otorgar el uso, goce, explotación o administración parcial y no definitiva de un servicio o empresa a la iniciativa privada; conservando el estado la rectoría del mismo y, la posibilidad de recuperar en cualquier momento la concesión.  En ese tenor, debe señalarse que los servicios de agua potable municipales, son susceptibles de concesionarse, más no de privatizarse; por que tal acto violaría todo lo previsto por el artículo 27 constitucional.  

Pero en definitiva,  el concepto concesión, pude tomarse como parte del significado implícito del término privatizar. Es por eso que en el lenguaje cotidiano o coloquial, a veces se dice “privatizar”  o “privatización” al acto que técnicamente debiera llamarse concesionar. 

Siguiendo con las facultades del municipio mexicano para administrar y regular el servicio de agua potable, esto se verifica en el Inciso a) de la Fracción III del Artículo 115 Constitucional que señala la facultad de los municipios para brindar y manejar el servicio de “Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales”;

La Constitución Política del Estado libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza consigna los siguientes preceptos:

Artículo 158-C. La autonomía del Municipio Libre se expresa en la facultad de gobernar y administrar por sí los asuntos propios de su comunidad, en el ámbito de su competencia municipal y sin interferencia de otros poderes.

Es de hacer notar que en relación a que los municipios deben permitir la participación de los ciudadanos en la creación de sus organismos, reglamentos y concesiones de los servicios, como los demanda el autor de la Proposición;  así esta consignado en el   Artículo 158-U.  De nuestra Carta Magna que señala en su numeral 1: el deber de establecer  las disposiciones y reglas necesarias que:

..... aseguren la participación ciudadana y vecinal, de conformidad con las bases generales que establezcan las leyes en materia municipal. 

En cuanto a la facultad de los municipios de Coahuila para concesionar a los particulares los servicios que este presta, es de enorme relevancia citar el siguiente precepto de la misma disposición constitucional:

Artículo 158-U….Fracción i.  Numerales:

2. Instrumentar los mecanismos necesarios para ampliar la cobertura y mejorar la calidad en la prestación de los servicios públicos.

3. Crear, con arreglo a la ley, los órganos operadores necesarios para prestar los servicios públicos municipales.

4. Aprobar, con arreglo a la ley, las concesiones a los particulares para que éstos presten los servicios públicos municipales.

Respecto a que sea tomada en cuenta la opinión y la participación ciudadana al momento de que se pretenda “privatizar” los servicios de agua potable.  Debe observarse con precisión lo que advierte el siguiente precepto del mismo artículo señalado con antelación:

Son facultades del municipio:

Fracción VIII. En materia de participación ciudadana y vecinal: 

1. Formular programas de organización y participación social que permitan una mayor cooperación entre autoridades y habitantes del Municipio.

2. Promover la participación de los diferentes sectores organizados del Municipio ....

3. Promover la organización de asociaciones de ciudadanos.

4. Reglamentar y establecer las bases que organicen la participación, colaboración y cooperación de los vecinos en la prestación, construcción y conservación de los servicios y obras públicas.

5. Establecer e instrumentar mecanismos efectivos, funcionales y democráticos de participación comunitaria directa para la toma de decisiones fundamentales hacia el interior del gobierno municipal.

Concluye esta Comisión con la revisión del marco legal .

De lo que se desprende que no se puede prohibir de manera unilateral o por disposiciones contrarias a derecho, la facultad municipal referenciada. 

Sin embargo, se advierte que los mismos ordenamientos citados, establecen el deber de los ayuntamientos a permitir la participación ciudadana organizada en las tomas de decisiones trascendentales para la vida interna de los municipios. Y la concesión de los servicios de agua potable, debe ser considerada en todo caso y momento: Una decisión Trascendental, donde el pueblo gobernado por el ayuntamiento tiene derecho de participar, pero con los mecanismos y formas que para tal caso sean establecidos. 

Cuarto.- Analizando los hechos, eventos y ejemplos que el Diputado Virgilio Maltos exhibe en el documento multicitado; esta Comisión hace mención de que: si bien, algunos de los hechos citados coinciden con la realidad, al menos en su aspecto más general; se debe señalar, que no puede ser tomado con ligereza y mucho menos, extrapolar sucesos referentes al fracaso de otras privatizaciones o concesiones ocurridas en naciones ajenas a la nuestra, con sus propias leyes, instituciones y culturas como las que se mencionan;  pretendiendo por ese sólo hecho condenar y dar por sentado que toda privatización del servicio de agua potable es una “fracaso automático”.  Hacer lo anterior sin bases y elementos más firmes, sería tendencioso y poco apegado a los derechos que tiene  el estado para tratar de mejorar y hacer más efectivos los servicios que presta. 

En cuanto a lo que respecta a la empresa denominada AGUAS DE SALTILLO. Esta Comisión reconoce que se han dado manifiestos públicos y en diversos medios por inconformidades de un sector de los usuarios, pero, con estricto apego al estado de derecho, debe señalarse también que, los hechos denunciados, aún no han sido acreditados ni resueltos debidamente ante autoridad ejecutiva, administrativa o judicial alguna, y en el mejor de los casos, se podrían tomar como apreciaciones particulares. Tales denuncias deben ser investigadas por las autoridades correspondientes; y se hace mención de que, justamente ante esta misma Comisión se haya turnado una Proposición con Punto de Acuerdo referente a unas denuncias que se han hecho contra la empresa citada; y que en su momento esta Comisión debe dictaminar.

Quinto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora del Agua, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 113, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Acuerdo

Primero.- Que no es atendible la Proposición con Punto de Acuerdo planteada en relación a pedir a los municipios que no opten por concesionar, -que es el término correcto- sus servicios de agua potable, ya que esto es una facultad expresa de la que gozan conforme a las leyes aplicables, y  no es una facultad discrecional, por lo que no se les puede coartar ese derecho. Y en todo caso, las mismas leyes acotan y regulan la práctica de esas facultades municipales, y contemplan medios de impugnación para cuando no se observan las formalidades y requisitos de rigor.

Segundo.- Que sí es digno de atención lo referente a exhortar a los municipios para que consideren otras posibilidades y soluciones alternas, antes de llegar a la concesión de los servicios de agua potable.

Tercero.- Es igualmente viable y atendible que se exhorte a los municipios para que incluyan y tomen en cuenta la opinión y participación de la ciudadanía a la hora de decidir concesionar sus servicios de agua potable.

Cuarto.- Que este Congreso dirija un atento y respetuoso exhorto a los municipios de la entidad que no tienen concesionado el servicio de agua potable, para que consideren varias opciones antes de optar por transferir el manejo de este  a la iniciativa privada. Procurando la participación  de la ciudadanía en la toma de decisiones previas a una eventual concesión.

Dado en la Sala de Comisiones Federalismo Mexicano del Recinto Miguel Ramos Arizpe, del H. Congreso del Estado de Coahuila, el día 24 de Mayo de 2006.

Por la Comisión del Agua, los C.C  Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

Coordinadora

José Refugio Sandoval Rodríguez    

Jorge Antonio Abdala Serna

Alfio Vega de la Peña                         

Antonio Juan Marcos Villarreal

Juan Alejandro de Luna González     

Jorge A. Guajardo Garza

DICTAMEN PRESENTADO POR LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "COMPARECENCIA DEL DIRECTOR GENERAL DE LA UNIVERSIDAD ESTATAL DE EDUCACIÓN A DISTANCIA", PRESENTADA POR LA DIPUTADA SILVIA GARZA GALVÁN Y LOS DIPUTADOS LUIS GURZA JAIDAR, CÉSAR FLORES SOSA, JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO, LUIS ALBERTO MENDOZA BALDERAS Y JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "VICENTE FOX QUESADA" DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL. 

RESULTANDO:

PRIMERO. Que con fecha 27 de marzo se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Comparecencia del Director General de la Universidad Estatal de Educación a Distancia", Presentada por la Diputada Silvia Garza Galván y los Diputados Luis Gurza Jaidar, Cesar Flores Sosa, José Antonio Jacinto Pacheco, Luis Alberto Mendoza Balderas y Jesús Manuel Pérez Valenzuela, del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional. 

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada en el punto que antecede, fue dada a conocer en la sesión del Pleno celebrada el día 28 de marzo del año en curso y mediante la cual se solicita que: "Se turne el presente punto de acuerdo a la Comisión de Educación, para su análisis y dictamen correspondiente, y ésta última solicite la comparecencia del director general de la Universidad Estatal de Educación a Distancia en el Estado de Coahuila, para que explique detalladamente los avances y resultados de la Institución a su cargo, además de dar a conocer los recursos humanos, materiales y económicos con los que cuenta dicho centro educativo". 

TERCERO. Que por acuerdo del Pleno, se turnó la Proposición antes mencionada a ésta Comisión, para su estudio y en su caso presentar dictamen o informe en el cual se resuelva sobre lo que se estime procedente y; 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Que la Ley que crea la Universidad Estatal de Educación a Distancia fue publicada el viernes 5 de diciembre de 2003. 

SEGUNDO. Que en base a las facultades que le confiere el artículo 82 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y de acuerdo a la fracción IV del mismo, el Lic. Enrique Martínez y Martínez Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila en ese entonces, otorga a partir del 12 de marzo de 2004, el nombramiento como Director general de la UEED al Dr. Eliseo Medina Elizondo. 

TERCERO. Que la Universidad Estatal de Educación a Distancia inició actividades en el ciclo escolar 2004 -2005 en el mes de agosto, con una demanda de más de 800 alumnos, y después del examen de admisión fueron aceptados más de 400 alumnos. 

CUARTO. Que la Universidad Estatal de Educación a Distancia cuenta con un telepuerto ubicado en la ciudad de Torreón Coahuila en la zona centro, ocupando un edificio de 3 niveles, desde el cual se transmiten las clases bajo el modelo "Educación Presencial Interactiva a Distancia" a todas las sedes remotas utilizando como medio de transmisión internet de banda ancha y enlaces de microondas. 

QUINTO. Que toda la planta docente que labora en la UEED cuenta con el perfil correspondiente y estudio mínimos de maestría. 

SEXTO.  Que la UEED cuenta con las siguientes sedes: 

Saltillo. Monclova 2477 Col. República la cual se encuentra en proceso de instalación. 

Torreón. Av. Hidalgo #87 oriente. 

Francisco I. Madero. 

C. Matamoros. Carranza 404 Zona Centro. 

Parras de la Fuente. Ramos Arizpe Zona Centro. 

C. Allende. Ocampo 509 Norte. 

SÉPTIMO. Las sedes de la UEED cuentan con: dos aulas activas con equipo para recibir videoconferencia bi direccional, conexión a internet de banda ancha o antenas de microondas, así como con dos aulas de trabajo equipadas con enlace a internet. 

OCTAVO. Que la UEED cuenta actualmente con 631 alumnos, en sus diferentes sedes. 

NOVENO. Que la visión de la UEED es implementar un modelo de enseñanza- aprendizaje que responda a las exigencias de la sociedad y del desarrollo económico del país, incorporando el uso intensivo de las tecnologías de la información y la comunicación con énfasis en la formación integral de los alumnos. 

DÉCIMO. Dentro de la misión de la UEED se contempla lograr la equidad educativa utilizando los sistemas a distancia con un modelo flexible y de calidad certificada, mediante la aplicación de tecnología de vanguardia, ofreciendo una formación de excelencia y cumpliendo con los principios éticos y educativos, y con los estándares académicos internacionales. 

UNDECIMO. Que la información proporcionada en el presente dictamen fue consultada en la página oficial de la Universidad Estatal a Distancia http://www.ueed.edu.mx y en base a una comunicación que sostuvo el Coordinador de ésta Comisión con el Director General de dicha institución. 

DUODÉCIMO. Que de acuerdo a la información recabada, quien presuntamente ha incumplido con los requisitos para que esta Universidad funcione ha sido su Director General el Dr. Eliseo Medina Elizondo, arriesgándose hasta a crear un semestre cero al margen de las indicaciones de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado. 

Atenta a las consideraciones que anteceden, esta Comisión procede a emitir el siguiente: 

DICTAMEN: 

PRIMERO. En atención a que la información solicitada por los promoventes ha sido obtenida por esta Comisión y, como consecuencia, explicita en los considerandos del presente dictamen, se considera que la comparecencia del Director General de la Universidad Estatal de Educación a Distancia sea ante la Secretaría de Educación y Cultura del Estado para que amplíe la información en comento. 

SEGUNDO. Gírese una atenta solicitud al titular de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado, para que informe a la Comisión de Educación del Congreso del Estado, sobre el estado que actualmente guarda la Universidad Estatal de Educación a Distancia. 

Así con fundamento en los artículos 132, 134, 136, 144 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, lo dictaminan y aprueban los Diputados integrantes de la Comisión de Educación. 

POR LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN

DIP. JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

COORDINADOR

DIP. JOSÉ LUIS ALCALÁ DE LA PEÑA

DIP. JEANNE MARGARET SNYDELAAR HARDWICKE

DIP. JULIETA LÓPEZ FUENTES

DIP. CÉSAR FLORES SOSA

DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

DIP. GENARO FUANTOS SÁNCHEZ





































